Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 54 minutos) 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca da la bienvenida al señor Presidente del 
Directorio de la Caja Notarial, escribano Crispino, y a la señora Secretaria del Directorio de ese 
instituto, escribana Cazéres, quienes han solicitado ser recibidos a los efectos de exponer su opinión 
acerca del proyecto de ley relativo a la creación de un adicional al Impuesto a las Trasmisiones 
Patrimoniales de Inmuebles Rurales, con destino al Instituto Nacional de Colonización, para el 
repoblamiento de la campaña. 


Con mucho gusto les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR CRISPINO.- Ante todo, agradecemos a esta Comisión por habernos recibido. Trataremos de 
exponer en forma muy breve el motivo de nuestra presencia en este ámbito, motivo que, por otra parte, 
es muy simple. 


Sabemos que la Comisión tiene a estudio un proyecto de ley relativo a la financiación del 
Instituto Nacional de Colonización. Por nuestra parte, hemos creído oportuno traer una iniciativa que, si 
bien no tiene que ver concretamente con la que hoy está siendo considerada, tiene el mismo propósito 
de ayudar a la financiación de dicho Instituto y, a su vez, cumple con resguardar -por decirlo así- 
determinada situación que existe en la Caja Notarial y que realmente puede crear complicaciones de 
futuro. 


Como es sabido, el anteproyecto de reforma tributaria está siendo estudiado por el 
Parlamento. En él figura una disposición que grava las rentas a las personas físicas derivadas de la 
enajenación de bienes inmuebles, o sea, la plusvalía inmobiliaria. A juicio de la Caja Notarial, ese 
artículo puede contener el riesgo -para nosotros casi cierto- de que los contratantes en materia de 
operaciones inmobiliarias tiendan a simular, en las ventas, precios menores, con la finalidad de eludir 
parte o la totalidad del pago del impuesto. Esto es algo que se ha dado en los hechos, a nivel 
internacional, tanto en la región como en el Primer Mundo, y pensamos que de alguna manera también 
ocurrirá aquí. Este tema ya lo hemos planteado a nivel de las autoridades del Ministerio de Economía y 
Finanzas y de las Comisiones de Hacienda y de Seguridad Social de la Cámara de Representantes. 


¿Por qué la preocupación de la Caja ante esta norma y ante la posible baja de los precios 
fijados para las operaciones inmobiliarias? Porque, como los señores Senadores también saben, la 
Caja se financia mediante el aporte del montepío notarial que hace el escribano, que no es un aporte 
ficto como en la otra Caja de profesionales, sino que responde al trabajo efectivamente realizado. 
Ahora bien, como esto es así en el arancel, en las operaciones inmobiliarias se genera un honorario del 
3%, y el 18,5% de ese 3% es el aporte del escribano a la Caja Notarial. Obviamente, en la medida en 
que hubiere una rebaja en los precios de los valores inmobiliarios que fijaran los contratantes, el aporte 
que va a llegar a la Caja va a ser menor. 


Por supuesto que no podemos precisar la entidad que esto puede llegar a adquirir, aunque sí 
tenemos la casi certeza de que el fenómeno se va a dar. 


Dado que la mayor parte de los ingresos de la Caja Notarial provienen del montepío notarial y 
el 70% de éste proviene de intervenciones inmobiliarias, los números en la Caja nos permiten afirmar 
con certeza que si hubiere un 10% menos de precios fijados en las operaciones inmobiliarias respecto 
de los reales, el impacto que tendría para la Caja sería del orden de los treinta millones anuales, cifra 
que en este momento representa el presupuesto de un mes de pasividades de la Caja Notarial. Por lo 
tanto, el tema nos preocupa. 


¿A qué viene todo esto respecto al tema que estaba a estudio en el Senado y en la Comisión? 
Una buena parte de esos ingresos derivados de las actividades inmobiliarias de los escribanos tiene 
que ver con las enajenaciones de bienes rurales. Hasta ahora existe un mecanismo -que, por 
supuesto, los señores Senadores conocen- consistente en el ofrecimiento obligatorio de los bienes que 
tienen más de mil hectáreas al Instituto Nacional de Colonización para que haga la opción de compra. 
En la medida en que esos ofrecimientos siempre se hicieron por los valores reales de las operaciones - 


ya que hacerlos por valores menores implicaría el riesgo de que el Instituto Nacional de Colonización 
los comprara- no hubo en ese sentido inconveniente alguno para el referido Instituto -que podía hacer 
la oferta de compra, si así lo deseaba- ni para los particulares que planteaban la operación y que, ante 
el desistimiento que en la mayor parte de los casos aquél hacía, la llevaban a cabo. Por ahora, el 
incumplimiento a ese ofrecimiento al Instituto Nacional de Colonización está sancionado a su favor con 
una multa del 5% del valor fiscal del bien. Quiere decir que si no se hace el ofrecimiento como 
corresponde, la única sanción que hay consiste en la obligación de pagar una multa del 5% del valor 
real catastral. Éste, en la inmensa mayoría de los bienes rurales -diría que en todos- está muy por 
debajo del valor por el cual hoy se comercializan los inmuebles rurales, dado el notorio incremento que 
todos conocemos. 


En resumen, combinando los dos fenómenos tenemos que, de aprobarse el proyecto de ley 
de reforma tributaria, puede darse la tentación de fijar valores de venta menores en las operaciones 
inmobiliarias a fin de evitar el pago de parte del impuesto que se establece para la plusvalía 
inmobiliaria. 


Ésta se constituye por la diferencia entre el precio de venta del bien o el valor real -según 
cuál sea mayor- y el valor de compra actualizado en base a los parámetros que establece la ley y las 
mejoras que se le hayan incorporado. Supongamos un bien comprado en quinientos que va a ser 
vendido en mil quinientos. 


Si el valor real actualizado es quinientos y el valor de venta mil quinientos, el impuesto 
proyectado gravará esos mil de diferencia. Si hay una intención de no pagar esos mil de diferencia y, 
por lo tanto, el precio se establece en quinientos o en seiscientos, nos encontraremos con que el 
contratante deberá ir al Instituto Nacional de Colonización a anunciar que venderá por quinientos o 
seiscientos. Está claro que no puede hacer otra cosa porque el valor final de la venta debe reflejar lo 
que ofreció a dicho Instituto. ¿Qué sucederá? El Instituto Nacional de Colonización, obviamente, se 
verá tentado a comprar y, entonces, pensamos que no será esa la actitud que tomará la gente. 


Lo más probable es que cada uno haga sus números y, eventualmente, opte por pagar la 
multa al Instituto Nacional de Colonización, que es el 5% del valor real, lo cual puede ser muy exiguo. 


En este sentido, la propuesta que trae la Caja Notarial es totalmente consistente con la 
norma que está a estudio, en tanto propende a contribuir con la financiación del Instituto Nacional de 
Colonización. Concretamente, se plantea aumentar el importe de la multa que hoy pena a quien no 
hace el ofrecimiento a dicho Instituto, la cual, reitero, es del 5%. Entendemos que si se eleva 
considerablemente esa multa podrían evitarse las situaciones que detallamos anteriormente. Además, 
no hablamos de una sanción para nadie, sino la pena ante un incumplimiento. De este modo, además 
de contribuir a la financiación del Instituto Nacional de Colonización, estaría preservando, en parte, el 
interés de la Caja Notarial que queremos resguardar y que hoy se ve afectado por el proyecto de ley de 
reforma tributaria que probablemente apruebe el Parlamento. 


Aprovechamos la oportunidad para hacer entrega de un material conteniendo la exposición 
de motivos del planteo y el proyecto de modificación del artículo 35 de la Ley N* 11.029, que es la que 
fijó esta multa a partir de 1948. Esto que acabamos de explicar en forma bastante coloquial, está más 
aclarado y mejor fundamentado en este repartido que, en este momento, hacemos entrega a la 
Comisión. 


A modo de síntesis, podemos decir que con este mecanismo de aumento de la multa que se 
establezca para aquellos casos en que no se da lugar al ofrecimiento del Instituto Nacional de 
Colonización para inmuebles rurales, se pretende procurar, por un lado, un aumento de la recaudación 
que pueda tener dicho Instituto por ese concepto y, por otro, evitar la conducta defraudatoria que 
determine el mecanismo en el sentido de bajar los precios en las operaciones de venta de inmuebles 
rurales. Como acabamos de decir, esta situación constituye un resguardo para esta preocupación de la 
Caja Notarial que, si bien no queda resuelta con esa iniciativa -en realidad la preocupación subsiste- 
por lo menos contribuye a evitar que en un sector de contratación muy fuerte, donde hay valores muy 
importantes en juego, esta disminución de los ingresos de la Caja pueda no afectarla. 


Asimismo, quiero señalar que la Caja Notarial ampara, como colectivo, a los escribanos, a los 
empleados de escribanía y de gremiales vinculadas al Notariado, así como a los empleados de la 
propia Caja y de la Asociación de Escribanos del Uruguay. Estos son los afiliados a la Caja Notarial; el 


aporte con el que ésta subsiste corresponde exclusivamente a sus afiliados y no hay aportes indirectos 
del resto de la población, como ocurre en el caso de otras Cajas paraestatales. 


El Estado, por su parte y de acuerdo con lo establecido por ley, no tiene responsabilidad 
alguna con respecto al financiamiento de la Caja Notarial y tampoco tiene responsabilidades en cuanto 
a su subsistencia. En definitiva, esta Caja que está librada a su propia suerte, a través de lo que 
consideramos una administración seria, responsable y ponderada durante muchos años, así como por 
la actuación de un Directorio totalmente honorario integrado por sus propios afiliados -escribanos 
activos, pasivos, representantes de empleados, del Poder Judicial y del Poder Ejecutivo, quienes 
ocupan los siete cargos de la Caja- ha logrado administrar eficientemente y construir un sistema de 
seguridad social para nosotros absolutamente válido. 


Por nuestra parte, con la norma que estamos trayendo a consideración del Parlamento, 
estamos tratando de evitar el deterioro posible de los ingresos de la Caja, en virtud de estas medidas 
del Estado que, de alguna manera, ahora podrían afectar su viabilidad. 


SEÑOR GALLINAL..- En primer lugar, quiero dar la bienvenida a los representantes de la Caja Notarial. 


En segundo término, voy a aclarar que entendí el planteamiento que aquí se ha formulado en 
lo que tiene que ver con el proyecto de ley de reforma tributaria que está a consideración de la Cámara 
de Representantes y el modo en que éste afectaría a la Caja Notarial a través de los gravámenes que 
se fijen en función del aumento del valor del inmueble o de la plusvalía en ocasión de una transacción. 
No obstante, me parece que la preocupación de la Caja Notarial no está vinculada a ese proyecto de 
ley, en primer lugar porque el adicional que se establece en la norma -esto no quiere decir que cuente 
con mi acuerdo, sino que simplemente estoy razonando en base a lo que nos ha enviado el Poder 
Ejecutivo- está fijado en función de las normas vigentes en la materia. Quiere decir que ese adicional 
se va a fijar en función de los mismos valores por los que hoy se paga el Impuesto a las Trasmisiones 
Patrimoniales. Si bien pueden cambiar los porcentajes o establecerse un adicional, de todos modos se 
trata de esos valores. En consecuencia, no hay ninguna posibilidad de simulación de precios que 
afecte a este impuesto. 


Agrego, además, que de acuerdo con lo que surge de lo enviado por el Poder Ejecutivo y de 
lo conversado en la Comisión en los últimos días, de transformarse en ley este proyecto, quedaría sin 
efecto a partir de la vigencia de la reforma tributaria. Entonces, tampoco en ese sentido tendría 
vinculación con este tema. 


Si bien es lógica la preocupación de los representantes de la Caja Notarial, porque a partir de 
la vigencia de la reforma tributaria se puede afectar su recaudación en tanto no se establezcan los 
valores ciertos en las escrituras correspondientes, en ningún caso eso se va a ver afectado por la 
eventual aprobación de esta ley. Por eso quería preguntar al señor Presidente de la Caja Notarial si 
hay algo que él explicó y yo no alcancé a comprender, que pueda llegar a provocar un impacto en esa 
materia de aprobarse este proyecto de ley. 


SEÑOR CRISPINO..- Sin duda no fui claro. Trajimos este tema a consideración de la Comisión porque 
aquí está a estudio un asunto conexo. La Caja no tiene nada en contra del proyecto; nuestra 
propuesta podría ser una nueva iniciativa que se agregara a este proyecto, modificando la multa que 
hoy en día se establece para el caso de no ofrecimiento al Instituto Nacional de Colonización. 


Reitero que la Caja no ve con preocupación el tema, ni tomó posición respecto del incremento 
adicional que se proyecta para el Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales en el caso de la 
enajenación de inmuebles rurales. 


SEÑOR DA ROSA.- La objeción está referida al proyecto de reforma tributaria. 


SEÑOR CRISPINO.- Así es, señor Senador; es una objeción que hemos hecho al proyecto de reforma, 
pero que no hemos traído a este ámbito sino presentado donde entendíamos que debíamos plantearla. 
Lo que estamos procurando aquí es lograr el aumento de la multa que se establece a favor del Instituto 
Nacional de Colonización para el caso de no ofrecimiento, lo que indirectamente puede salvaguardar 
parte de la preocupación que tenemos respecto de la defraudación del impuesto a la plusvalía. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Imagino las peripecias por las que deben pasar los escribanos con este tipo 
de transacciones. Lo que el escribano Crispino describe, tiene que ver con formas pseudo legales de 
eludir, estableciendo valores que en realidad no responden a la realidad. Esa preocupación la 
manifestó, incluso, el equipo jurídico del Ministerio cuando remitió el proyecto de ley sobre la alícuota. 
Evidentemente es un problema, porque las cargas tributarias no son caprichosas sino que responden a 
ciertas financiaciones. Tanto la reforma tributaria como ese porcentual que va para la Caja financian 
algo. Podrá tratarse de una medida mejor o peor, pero hay razones para que exista. 


En realidad, lo que ustedes proponen es una modificación a la Ley de Colonización. Quiero 
manifestar que tenemos pensado revisarla, porque si bien es una buena ley, estamos en 2006 y 
conviene ir acompasando las normas a los tiempos, y el Poder Ejecutivo ya ha anunciado su revisión 
para ajustarla a los nuevos tiempos. Es más: últimamente se han dado problemas por este tema. El 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca acaba de ganar un juicio por un campo que se tasó a un 
precio que no correspondía con la realidad. 


El campo lo compró a ese precio el Instituto Nacional de Colonización, y el Ministerio ganó el 
juicio. Ahora tiene otro juicio pendiente para desalojar a alguien con quien se hizo un contrato para que 
estuviera adentro y fuera un estorbo en todo esto. 


Nosotros aspiramos a que el Instituto Nacional de Colonización sea autónomo y no necesite 
un subsidio presupuestal; es decir, que por la mecánica del retorno que tienen que hacer los colonos, 
pueda llegar a tener su propia fuente de financiación, pudiendo realizar las compras de tierra que 
necesite. Ese es el objetivo y la razón de este proyecto de ley -que puede parecer extraña, porque 
caduca cuando empiece la reforma tributaria- porque todos sabemos que en este momento hay una 
gran transacción de tierras en el Uruguay, con precios que han tenido una variación enorme. Entonces, 
diría que tiene una razón pragmática, que lógicamente puede ser opinable y se puede estar a favor o 
en contra de ella. 


En cuanto a la multa, creo que es algo que se podría considerar, pero no quiero dar opinión 
en este momento porque deseo pensar el tema y analizar el material que nos han traído. Sin embargo, 
reitero que este proyecto no tiene nada que ver con alteraciones a la Ley de Colonización. Nosotros 
tenemos intención de rever eso, pero capaz que chequeamos todo y está aceptable. 


Con respecto a la parte de la reforma tributaria, podemos decir que todavía está en discusión 
en la otra Cámara. 


He leído algunas de las versiones taquigráficas en las que figuran las expresiones de las 
delegaciones que han asistido allí, pero es muy difícil introducirse, desde afuera, en una discusión. Ese 
es el señalamiento que quería formular. 


Vuelvo a insistir en que es nuestra intención revisar la Ley de Colonización, que es algo 
bastante emblemático de nuestro país, porque hasta ha habido cambios tecnológicos en el manejo de 
los suelos, que hay que ver cómo se incorporan en la ley. En ese momento sí se haría el análisis 
correspondiente, y este punto perfectamente podría incluirse, pero no lo veo vinculado a este proyecto 
que tenemos en tratamiento en la Comisión. 


Sé que la División Jurídica del Ministerio está preocupada por esos falsos valores, pero es 
muy difícil perseguir esas cosas, porque hasta puede haber pagos por fuera de todo, o dos personas 
que lleguen a un arreglo por fuera de ustedes y del gobierno. Sabemos que esas cosas suceden en la 
vida real, pero sólo se podrían controlar hasta el límite de ir generando una conciencia colectiva de 
para qué son las cosas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quería agregar algo más al respecto. 


En la Comisión están a consideración dos proyectos de ley. Como decía el señor Senador 
Gallinal, lo que se hace en éste es fijar un adicional al Impuesto a las Transacciones Patrimoniales de 
inmuebles rurales, y tiene un vencimiento perentorio, marcado por la entrada en vigencia de la reforma 
tributaria. Se trata de fijar un monto que, después de pasar por Rentas Generales, vaya al Instituto 
Nacional de Colonización por el promedio mensual. Esa es la idea y tiene una corta vida. Esto, a su 
vez, se relaciona con un proyecto de ley que estamos analizando, presentado por los señores 
Senadores Larrañaga y Camy, referido al repoblamiento de la campaña, lo que además se 


complementa con lo que mencionaba la señora Senadora Topolansky acerca de la reforma de algunos 
aspectos de la Ley de Colonización. 


Nosotros hemos tomado contacto -y a esto me quiero referir- con el Departamento Jurídico del 
Ministerio y con el Directorio del Instituto Nacional de Colonización, mencionando la misma 
preocupación que ustedes tienen en cuanto a los acuerdos que puedan existir por fuera. En la reforma 
que viene hay algunas propuestas parecidas a ésta para aumentar, en la Ley de Colonización, lo que 
se llama la multa. Eso ya ha sido discutido y cuando venga el proyecto que, según lo que ha dicho el 
Ministerio, en quince o veinte días lo van a enviar a la Comisión, ese aspecto ya habrá sido estudiado 
por el Instituto Nacional de Colonización. 


Por lo tanto, hacemos nuestra la preocupación y creemos que va en línea con lo que 
hablamos con el Ministerio y con Colonización. 


Les agradecemos la presencia y estamos a las órdenes. 
(Se retiran de Sala representantes del Directorio de la Caja Notarial de Seguridad Social) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la sesión pasada votamos en general el proyecto referido al Impuesto a las 
Trasmisiones Patrimoniales de Inmuebles Rurales. 


SEÑOR GALLINAL.- Generalmente los proyectos no se votan en general en Comisión, pero más allá 
de eso quiero manifestar mi opinión contraria en el sentido de adicionar el Impuesto a las Trasmisiones 
Patrimoniales de Inmuebles Rurales. 


En primer lugar, no me parece correcto generar una nueva carga tributaria; no me refiero 
solamente a los inmuebles rurales, sino al sistema en general. En segundo término, la propia definición 
de la tasa que surge del artículo 3* y del contexto del proyecto de ley que envió el Poder Ejecutivo deja 
muchas dudas. No me queda claro cuál es el Impuesto que se está creando: si es el 5% del valor real 
del inmueble que se suma en carácter de adicional a los que ya existen que gravan las trasmisiones 
patrimoniales o si, como alguien señaló pero nunca terminó de fundamentar, es el 5% del impuesto 
vigente. Estamos hablando de cifras sideralmente diferentes. 


De todas maneras, señor Presidente, quería dejar esa constancia en lo que refiere a la 
votación en general, porque de haber estado presente no hubiera votado por la afirmativa por el 
razonamiento que en la Comisión hemos hecho y por lo que surge del proyecto de ley. 


Me parece, además, que debemos pedirle al Poder Ejecutivo que amplíe el alcance del 
artículo 3", es decir, que lo fundamente, explicando cuál es su dimensión y también, aunque eso forma 
parte de la discusión particular, el período de vigencia. Así como el proyecto establece una vigencia 
hasta el 31 de diciembre de este año, se había hablado de la posibilidad de hacerlo al comienzo de la 
vigencia de la reforma tributaria. También se había hablado de la posibilidad de darle vigencia a partir 
de la reglamentación de la reforma tributaria o de definirlo con carácter permanente. Todas esas 
variantes hacen al voto que se puede definir en esa materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros entendemos que el artículo de las tasas se refiere a un adicional al 
Impuesto a las Transmisiones Patrimoniales. Es decir que al 2% de cada parte se agrega un 5%. Por lo 
menos eso es lo que entendió el Poder Ejecutivo en este artículo. 


De esa manera se consagra una alícuota al Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales sobre 
las transacciones patrimoniales, basada en el valor catastral. Creo que a eso se refiere el señor 
Senador Gallinal cuando dice que no queda muy claro a qué se aplica la tasa del 5%. Me parece que 
habría que hacer una redacción más clara en ese sentido. 


SEÑOR GALLINAL.- De acuerdo con el artículo 3%, son válidas las dos interpretaciones. Por un lado, 
se puede entender que hay un Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales del 2% para cada parte y 
que, en el caso de los inmuebles rurales, se agrega un 5%, pero, por otro, también se puede interpretar 
que se trata de un 5% del 2% que están pagando. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Es decir que no debería usarse la palabra “adicional”. 


SEÑOR GALLINAL.- No; sigue siendo adicional. Por el contrario, es un adicional porque hay un 
impuesto nuevo, pero en la redacción no está claro cuál es su dimensión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por otra parte, en acuerdo con los Ministerios de Economía y Finanzas y de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, redactamos un artículo 7* en el que se fija la vigencia y el plazo que 
habíamos entregado a los señores Senadores hace dos sesiones. Con la nueva redacción, queda 
definido cómo va a estar estipulado el plazo. Se elimina la fecha del 31 de diciembre -porque 
estamos prácticamente en octubre- y se hace coincidir con la entrada en vigencia de la reforma 
tributaria. Incluso, quedó pendiente agregar el número de carpeta de la reforma tributaria, para hacerla 
efectiva en el proyecto de ley. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que la redacción del artículo 7% no es correcta porque no se puede 
establecer la vigencia de un impuesto junto con la vigencia de otra ley que hasta ahora es proyecto y 
que no se sabe cuándo va a tener promulgación. Con ese criterio, si las diferencias dentro del Frente 
Amplio son de tal magnitud que no es posible aprobar un proyecto de ley de reforma tributaria -hasta 
ahora se está discutiendo mucho más afuera que dentro del Parlamento- este impuesto quedaría de 
forma permanente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa es la idea. 
SEÑOR GALLINAL.- Entonces, es un argumento más a mi favor para votar en contra. 


Por otro lado, tampoco tiene valor el criterio utilizado que, obviamente, es consecuencia del 
criterio que animó al Poder Ejecutivo a decir “vamos a ver cuánto recaudamos con este nuevo tributo 
durante este lapso y eso será lo que Rentas Generales le va a volcar al Instituto Nacional de 
Colonización en el transcurso de los próximos tiempos”. Ese es el fundamento. En lugar de aprobar 
una ley con una vigencia absolutamente limitada en el tiempo -porque todavía tiene que aprobarse en 
ambas Cámaras- es mejor mirar hacia atrás y ver cuánto se hubiera recaudado con este impuesto si 
hubiera estado vigente en los últimos dos o cinco años y con eso obtener un valor mucho más real que 
este virtual. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- El cálculo está hecho. 


SEÑOR GALLINAL.- De esta manera, se le estaría diciendo a quienes vayan a hacer compraventas 
de bienes inmuebles rurales, que la posterguen, y lo que logran con esto es disminuir la carga tributaria 
para este período y también hacia adelante. 


Simplemente quería hacer esa reflexión; por supuesto que están en todo su derecho de 
poner un nuevo impuesto ya que tienen la mayoría; no voy a discutir ni la legitimidad ni la autoridad 
para realizarlo, aunque no me parece que sea conveniente hacerlo en estas circunstancias. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Hay una estimación de lo que se hubiera recaudado si hubiera entrado en 
vigencia en el año 2005. Me da la impresión de que hay un punto en el que todos coincidimos: si 
queremos operar con fuerza, necesitamos una financiación para el organismo, ya que no sólo está la 
adquisición de la tierra, sino que al colono se le tiene que dar infraestructura para poder afincarlo. Esto 
no tiene otra ecuación. 


Esta iniciativa del Poder Ejecutivo tiene como única finalidad una financiación que podrá ser 
más o menos acertada, pero creo que todo el mundo tiene la libertad de opinar. Reitero que la finalidad 
es una financiación genuina y un desarrollo del Instituto. En consecuencia, cuanto antes lo aprobemos, 
más rápido va a entrar en vigencia. 


Creo que hace bastante tiempo que en la Comisión estamos tratando este proyecto de ley; lo 
hemos dado vuelta para atrás y para adelante y, en lo personal, tengo voluntad de aprobarlo, por lo 
menos, en esta Cámara. Si después, la otra Cámara quiere hacerle ajustes, está en toda su libertad, 
porque por algo tenemos un Parlamento bicameral. 


En cuanto a la reforma de tributaria, tengo la tranquilidad de que, antes o después, se va a 
aprobar; es decir, que en este país va a haber reforma tributaria. Si una reforma tributaria demora más 
de lo normal en ser aprobada, es porque se hace cada tanto y porque no es un tema sencillo. Por 
tanto, no me alarma si demora un mes más o un mes menos porque lo más importante es que recoja 
las necesidades y las realidades del país. La voluntad del Gobierno es que la reforma tributaria salga. 


Quería dejar esta constancia porque creo que se ha especulado mucho al respecto. 


SEÑOR GALLINAL.- En primer lugar, quiero resaltar que el proyecto de ley que presentaron los 
compañeros del Partido Nacional, los señores Senadores Larrañaga y Camy, tiene una financiación 
que, además, a mi juicio es la ideal: destinar todo o una parte del vigente Impuesto a las Trasmisiones 
Patrimoniales de los Inmuebles Rurales para financiar al Instituto Nacional de Colonización para que 
pueda adquirir nuevas tierras. Creo que este es el camino correcto y el que estamos proclives a seguir 
adelante. No hay una definición clara de cuándo vamos a tener vigente una reforma tributaria, ya que 
eso pasa por la ley; es más, lo verdaderamente grave y que complica todavía más la situación es que 
no conocemos el contenido de esta reforma; estudiamos el proyecto de ley que envió el Poder 
Ejecutivo, sobre el que tenemos reparos importantes y creemos que aumenta la carga tributaria sobre 
el país y, en particular, sobre algunos sectores, entre ellos, el agropecuario. Sobre este tema hay 
algunos puntos que no están suficientemente claros, como por ejemplo, la forma en cómo se va a 
gravar a dicho sector. No estamos en condiciones de poner un impuesto más hasta no conocer, 
acabadamente, cuál es el alcance de la reforma que se piensa implementar. Esta es una razón más 
para ratificar mi voto contrario al proyecto de ley. 


SEÑOR DA ROSA.- En el proyecto de ley inicial sobre repoblamiento de la campaña, de los señores 
Senadores Larrañaga y Camy, se prevé, en su artículo 2” -recién lo decía el señor Senador Gallinal- 
que la financiación del proyecto fuera a través de la recaudación actual del Impuesto a las 
Trasmisiones Patrimoniales, correspondiente a compraventa de inmuebles rurales. Lo que introduce el 
proyecto, como factor novedoso, es que esos recursos se ordenen y esto se establece en el artículo 2". 
En consecuencia, esos recursos o ingresos que se perciben por el llamado Impuesto a las 
Trasmisiones Patrimoniales, ahora van a estar dirigidos específica y directamente al Instituto Nacional 
de Colonización. 


No tengo el monto de lo que actualmente se recauda por este impuesto, pero tengo 
entendido que son unos U$S 3:000.000 al año por concepto de transacciones de inmuebles rurales. 


También tengo entendido que la aplicación de este tributo no se hace sobre el valor real o de 
venta de los inmuebles rurales, sino sobre el valor de la Dirección Nacional de Catastro y ahí se genera 
una diferencia bastante importante. Esto es así porque, evidentemente, hay diferencias grandes entre 
el valor de mercado de la tierra y el que surge del nivel catastral. 


Estoy razonando en este sentido, a los efectos de analizar la posibilidad de que, sin perjuicio 
de compartir la idea -ya lo hemos expresado- hay que dotar de recursos al Instituto Nacional de 
Colonización. Digo esto porque podemos hacer las más lindas modificaciones a la Ley de Colonización 
y presentar proyectos muy hermosos, pero si no cuentan con financiación, no hay posibilidad de que se 
lleven adelante. 


Recuerdo que en una reunión anterior de la Comisión habíamos planteado la posibilidad de 
que se hicieran gestiones ante el Ministerio de Economía y Finanzas para que se pudiera 
complementar esta fórmula propuesta en el artículo 2* del proyecto, en el sentido de usar los montos 
que actualmente se perciben por concepto del Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales sobre 
inmuebles rurales y complementarlos con una transferencia de un porcentaje del IMEBA que, junto con 
esto, podría reforzar la posibilidad de ingresos de recursos financieros para el Instituto Nacional de 
Colonización. Sin embargo, no sé si eso lo han examinado. Me parecen temas importantes como para 
analizar, en función de las alternativas que se puedan manejar en cuanto a lo que significa generar, no 
un nuevo impuesto, pero sí un adicional que, obviamente, incrementa el Impuesto a las Trasmisiones 
Patrimoniales que se recauda actualmente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, en la otra sesión de la Comisión quedamos con la señora 
Senadora Topolansky en hacer las gestiones ante los Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca y 
de Economía y Finanzas, a fin de traer una respuesta al planteo formulado por el señor Senador Da 
Rosa. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- En la sesión pasada -no estaba el señor Senador Da Rosa porque se 
encontraba enfermo- informamos sobre el resultado de esa consulta, que fue negativo porque se nos 
dijo que no veían la posibilidad de redistribuir lo recaudado por los impuestos vigentes y, por eso, 
preferían el camino de la alícuota, del adicional. ¿De dónde sale el dinero? No nos preocupaba 
demasiado, pero teníamos que hacer la consulta al Poder Ejecutivo y recibimos la respuesta que 
mencioné. Por ese motivo, seguimos con esta propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Al comienzo, cuando hablamos del repoblamiento de la campaña y de la 
nueva reforma que puede venir en algunos artículos de Colonización, entendíamos que era válido el 
artículo 2%, con alguna modificación, que figuraba en el proyecto de ley propuesto por los señores 
Senadores Larrañaga y Camy; pero cuando hicimos las consultas al Ministerio de Economía y 
Finanzas, se nos manifestó que se prefería un adicional del 5% sobre el 2% de las transacciones 
patrimoniales, a quitar de Rentas Generales lo que se estaba recaudando. 


En definitiva, a partir de la reforma tributaria, lo que se iba a hacer era volcar de Rentas 
Generales un monto igual a lo recaudado por este impuesto del 5% del adicional. 


Reitero que esto fue lo que nos manifestó, en aquel momento, el señor Ministro de Economía 
y Finanzas cuando lo consultamos por este artículo. Luego se nos hizo llegar otra propuesta que venía 
complementada por el IMEBA y, más o menos, la respuesta estuvo dentro de esa línea de 
razonamiento. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que sería conveniente que en la próxima sesión se aclarara el alcance del 
artículo 3% porque, en una primera lectura, se me ocurren tres posibles interpretaciones en tanto es un 
adicional: el 5% sustituye al 2% vigente, con lo cual estamos en un adicional del 3%; o el 5% es el 
adicional y, en consecuencia, en el caso de los inmuebles rurales sería el 7% para cada parte; o, como 
recién decía el señor Presidente, se trata del 5% del 2%. Con esta redacción, cualquiera de las tres 
interpretaciones puede ser válida, y todos sabemos cómo interpreta las disposiciones el Ministerio de 
Economía y Finanzas cuando llega el momento de recaudar. Repito: en mi opinión, esto debe figurar 
de manera más clara en el proyecto. 


En segundo término -y no creo que lleve demasiado tiempo- creo que sería importante 
averiguar -tal como ha planteado el señor Senador Da Rosa- cuánto se ha recaudado por Impuesto a 
las Transmisiones Patrimoniales en un plazo de veinticuatro meses o cinco años -o en el lapso que se 
quiera- para tener una visión más amplia, en lo que tiene que ver con los inmuebles rurales. De esta 
forma vamos a tener una idea más completa: Más aún: considero que éste es el dato fundamental, 
pues en base a él sabremos de qué magnitud tendría que ser el impuesto a fijar; por lo menos, lo 
saben quienes lo van a aplicar -no es mi caso- pero me parece un tema alarmante en tanto está pronta 
para ingresar una modificación en el sistema tributario. 


Por otro lado, no nos olvidemos de que en el proyecto de ley de repoblamiento de la 
campaña, de apoyo al Instituto Nacional de Colonización, se hace una referencia expresa a la 
necesidad de darle al Instituto los inmuebles rurales que están en propiedad de los distintos 
organismos del Estado. Este también es un aporte considerable para que el Instituto pueda seguir 
ejerciendo sus responsabilidades. 


Finalmente, el planteo del señor Senador Da Rosa va a ser muy ilustrativo, porque nos va a 
permitir analizar hasta qué punto se puede o no destinar -más allá de la opinión que tenga el Ministerio 
de Economía y Finanzas que, obviamente, será fundamental, pero nosotros tenemos la nuestra- 
cuánto se recaudó por Impuesto a las Transmisiones Patrimoniales a los inmuebles rurales en el 
transcurso de los últimos tiempos, porque evidentemente en estos últimos años ha habido un 
incremento notorio de la recaudación. Evidentemente, en estos últimos años la recaudación ha 
aumentado notoriamente porque se han comercializado inmuebles rurales de manera muy importante, 
lo que obviamente debe haber redundado en un beneficio. 


Aquí se trata de destinar recursos al Instituto Nacional de Colonización; entonces, pensando 
en eso, me quedo siempre con el promedio de los últimos años, sin necesidad de pasar por un 
impuesto de carácter provisorio que, evidentemente, quita certezas; además, tampoco sería este el 
momento más oportuno, porque está en trámite la reforma tributaria. Por eso, dadas las circunstancias, 
no me parece que este sea el camino correcto a seguir, por más que comparto la idea de que para 
fortalecer al Instituto Nacional de Colonización hay que darle recursos y herramientas. 


En lo que respecta a estas últimas, creo que no tenemos diferencias de opinión, pero sí las 
tenemos en cuanto a los recursos ya que, por lo menos para quien habla, éstos pueden provenir del 
Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales que está vigente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, la propuesta sería definir bien el alcance del artículo 3*. 
SEÑOR GALLINAL.- Hay que definir muy bien el alcance del adicional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Bien. Una vez definido eso, habría que ver cómo compaginarlo en el otro 
proyecto. A su vez, en el artículo 7* habría que fijar alguna definición con relación al plazo de vigencia; 
a lo mejor se podría establecer directamente un plazo determinado, en lugar de poner el número de 
carpeta de un proyecto de reforma tributaria que está en discusión. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Me parece bien que se haga todo lo que se ha dicho, pero no quisiera que 
transcurriera el jueves que viene sin votar este proyecto, ya que me gustaría que en las primeras 
sesiones del mes de octubre fuera considerado en el Plenario. Si existiera ese compromiso, no habría 
ningún problema, y ya nos pondríamos a trabajar para obtener esa información, que es válida. Pero 
dejo sentada esa pauta que mencioné antes porque, si no, estaríamos eternizando los proyectos, lo 
que carece de sentido. 


SEÑOR DA ROSA.- No sé cuál es el ánimo de la Comisión, pero me parece que podríamos ir 
avanzando en la consideración de aquellos artículos que no estén en cuestión. Aquí, en todo caso, las 
dudas o diferencias están referidas a cómo financiar el proyecto, por lo que perfectamente podríamos ir 
avanzando en la redacción del otro. Recuerdo que en alguna oportunidad el señor Presidente había 
manifestado que de parte del Ministerio existía interés en realizar algunas correcciones, modificaciones 
O agregados a los artículos; entonces, podríamos avanzar en ese plano, sin perjuicio de realizar todas 
las consultas correspondientes sobre los temas acerca de los cuales tenemos más diferencias o dudas, 
con el compromiso de que el jueves próximo comencemos ya la etapa de resoluciones. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- Me parece perfecto avanzar en todo lo que se pueda, pero siempre dejando 
sentado ese compromiso. 


En la medida en que un proyecto financia al otro, es obvio que ambos están encadenados - 
por decirlo así- y reitero que no quisiera que pasara el mes de octubre sin que el tema fuera tratado en 
el Plenario. En realidad, ya se había conversado sobre este punto y el espíritu era ese; tal vez algunos 
de los señores Senadores que hoy están presentes, no lo estaban en aquel momento, pero así fue. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por mi parte, no tengo ningún inconveniente en avanzar en el sentido 
indicado. 


Cabe señalar que el espíritu del Poder Ejecutivo y de la bancada de Gobierno es, 
definitivamente, aprobar este proyecto de financiamiento tal como está redactado. Sin perjuicio de ello, 
comparto lo dicho por el señor Senador Gallinal en cuanto a establecer con más claridad, en el artículo 
3%, a qué refiere el adicional y sobre qué montos se aplicaría. En lo que respecta al promedio de los 
tres últimos años, creo que hay información de OPYPA que puede ser muy útil para la Comisión y, a su 
vez, tampoco tenemos ningún inconveniente en buscar una mejor redacción para fijar el plazo al que 
se alude en el artículo 7”. 


En el caso del proyecto de repoblamiento de la campaña, estuvimos trabajando 
paralelamente porque entendíamos que habíamos acordado que eran dos iniciativas que saldrían 
aprobadas en forma conjunta de Comisión en el mes de octubre. El Instituto Nacional de Colonización 
está elaborando una reforma parcial de algunos aspectos de la Ley de Colonización. En este sentido, 
puedo manifestar que el Ministerio planteaba la posibilidad de compaginar, por ejemplo, el artículo 1* - 
tenemos algunas discrepancias de fondo y otras de forma- con la nueva redacción con modificaciones 
que va a venir del Instituto. 


El artículo 2%, por su parte, está atado a la financiación, de modo que si aprobamos el 
proyecto de ley que viene del Poder Ejecutivo -que contiene el financiamiento de este adicional- tendría 
que estar compaginado con éste. 


En el caso del artículo 3%, tenemos alguna modificación que introducir con respecto a lo que 
estuvimos discutiendo con el Instituto Nacional de Colonización. 


Con relación a los otros artículos, creo que hay un informe del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca que está más o menos en línea con lo que nosotros podíamos plantear. 


En fin, hay algunos cambios, más bien de redacción, que hemos ido consultando con el 
Instituto Nacional de Colonización para que el proyecto de ley vaya quedando más o menos armado y 
que esté en consonancia con el que va a venir a la Comisión dentro de una o dos semanas. 


No tengo inconveniente alguno en ir avanzando, con la salvedad de estos dos artículos; con 
respecto al primero desearía encontrar una redacción consonante. 


SEÑOR DA ROSA.- Podríamos tener una redacción sustitutiva para la semana que viene. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Justamente, lo que plantea la señora Senadora Topolansky es aprobar la 
semana que viene el proyecto de ley de financiamiento venido del Poder Ejecutivo, con estas 
correcciones, y tener este artículo 1% redactado en consonancia. Incluso, notamos que existe alguna 
contradicción entre los párrafos del artículo 1%, pero queríamos discutirlo mejor con el Instituto Nacional 
de Colonización para ver cuáles son las diferencias existentes con lo que están planteando. 


En el artículo 2? se habla de la financiación; luego, en lo que respecta al artículo 3% y de ahí 
en adelante, no tendría ningún inconveniente en ir avanzando. Ya tengo las propuestas de modificación 
que, en algunos casos, son muy elementales. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Entonces, si del artículo 3% en adelante podemos ir avanzando y hay 
acuerdo, avancemos, y en el correr de la próxima semana “cambiamos figuritas” para poder concretar 
el próximo jueves los artículos que faltan. Propongo esta idea para actuar con practicidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Toda esta propuesta de modificar el proyecto de ley de repoblamiento de la 
campaña proviene de una discusión que mantuvimos con el Instituto Nacional de Colonización, al que 
consultamos en virtud de que está abocado a la tarea de modificar algunos aspectos de la Ley de 
Colonización. La idea es que los proyectos no se contradigan y, en ese caso, tengamos que modificar o 
anular algún artículo. 


SEÑOR DA ROSA.- Por eso sería muy importante que pudiéramos conocer cuáles son las 
modificaciones que se pretenden introducir a estos artículos en el proyecto inicial, de manera que 
podamos avanzar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya hemos avanzado con el Instituto Nacional de Colonización y acordado con 
el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca los artículos que van del 3% al 13. En lo relativo al 
artículo 1%, más allá de que tengo las observaciones, todavía no está claro qué es lo que el Instituto 
pretende. Por supuesto que el artículo 2*, relativo al financiamiento, está en discusión. 


El Instituto Nacional de Colonización entiende que es un plazo muy corto el de ciento 
ochenta días establecido en el artículo 3* proyecto de ley y, concretamente, propone llevarlo a un año. 
El fundamento de esta solicitud se basa en el tiempo que demora la promulgación de la ley, en las 
trabas burocráticas y en que el propio funcionamiento del Instituto Nacional de Colonización es 
bastante lento. 


En definitiva, el artículo diría así: “En un plazo de un año a partir de la promulgación de la 
presente ley, el Instituto Nacional de Colonización procederá a vender toda fracción que por sus 
características no atienda a la acción colonizadora, tal cual está establecido en la Ley N* 11.029”. Esa 
sería la propuesta. Corresponde advertir que se eliminaría la siguiente frase: “todas sus tierras 
forestales”. Lo que sucede es que el Instituto Nacional de Colonización tiene algunos bosques 
forestales por los cuales obtiene cierta renta y, entonces, no sería conveniente su venta. De este modo, 
se trataría de una expresión genérica. 


SEÑOR GALLINAL.- Probablemente, buena parte de las tierras que tiene forestadas no sirvan para la 
acción colonizadora y, en consecuencia, quedarían dentro de la definición. Por lo tanto, habría que 
otorgar cierta facultad al Instituto para que pueda decidir en qué casos conviene a sus objetivos vender 
y en qué casos no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que en ese sentido hay una corrección más adelante. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- El Instituto Nacional de Colonización tiene la idea de hacer una especie de 
forestación dispersa para dar sombra a los predios abocados a la ganadería y a la lechería, porque el 
tema del sol es un problema que también afecta al ganado. Incluso, se piensa en la posibilidad de 
celebrar acuerdos con distintas forestadoras. Digo esto porque si damos una redacción más flexible al 
artículo 3%, de repente puede quedar incluido algún predio forestal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reitero la propuesta del Instituto Nacional de Colonización para el artículo 3*: 
“En un plazo de un año a partir de la promulgación de la presente ley, el Instituto Nacional de 
Colonización procederá a vender toda fracción que por sus características no atienda a la acción 
colonizadora, tal cual está establecido en la Ley N* 11.029”. Por lo tanto, queda facultado para definir la 
venta de esas tierras a través de la Ley de Colonización. 


Con respecto al artículo 4%, no tenemos ninguna objeción. 


En lo que tiene que ver con el artículo 5*, el Instituto Nacional de Colonización entiende que 
debería decir: “Facúltase al Instituto” y no: “Procederá”. 


Por su parte, el artículo 6* no sufriría modificaciones. 


Acerca del artículo 7%, debo señalar que está atado por la financiación y, en tal sentido, 
depende del proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Por lo tanto, quedaría pendiente hasta la próxima 
sesión. 


Quiero referirme a un tema que estuvimos analizando con el señor Senador Breccia, vinculado 
con el artículo 8%. En realidad, no vemos inconveniente alguno en ese punto, pero sí entendemos que 
habría que definir claramente a qué unidades productivas se hace referencia. La disposición dice. “El 
MEVIR dará prioridad a la incorporación de unidades productivas en las nuevas colonias que se 
instalen en el marco del presente plan”. Insisto en que habría que aclarar de qué unidades productivas 
se trata en este caso. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Creo que un tipo de unidad productiva es la sala de ordeñe y el otro es el 
galpón. Hasta el momento, en cuanto a instalaciones, MEVIR ha trabajado sobre esas dos variantes en 
lo que se llama el MEVIR disperso. 


Con relación a este artículo, siempre interpreté que se hacía referencia a eso: a la posibilidad 
de dotar de sala de ordeñe -que consta de dos o tres órganos- a una fracción dedicada a la lechería 
que no cuente con esas instalaciones, o de un galpón a aquellos que se dedican, por ejemplo, a la cría 
de pollos o a otras actividades agropecuarias. Hasta ahora, repito, es lo que tengo entendido que ha 
hecho MEVIR, pero de repente es necesario aclarar más el punto, como propone el señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE..- En realidad, sólo hemos hecho un planteo general en el sentido de que habría 
que definir más la redacción. El texto habla de unidades productivas y, en definitiva, si se trata de 
módulos productivos habría que especificarlo. 


No sabemos a qué se refiere MEVIR con esa denominación. 


Con respecto al artículo 9% creo que no hay inconvenientes, y ya hemos hecho las consultas 
del caso al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y al Instituto Nacional de Colonización. 


El artículo 10, por su parte, entiendo que tampoco presenta dificultades. 


Sí me gustaría hacer una consulta a los señores Senadores, sobre todo a quienes han sido 
Intendentes, con relación al artículo 11. Sinceramente, la consulta que voy a formular responde a una 
apreciación personal, aunque aclaro que también hablamos del tema con representantes del Instituto 
Nacional de Colonización, quienes compartieron nuestra inquietud. Pensamos que lo que plantea este 
artículo viola las autonomías municipales, porque en definitiva las Intendencias tienen ciertas 
prerrogativas. 


SEÑOR DA ROSA..- Precisamente, pensaba plantear algo al respecto. 


Quizás, si la redacción se planteara en forma diferente, el problema se resolvería, pero 
entiendo que debería incorporarse el concepto de que “se coordinará” con las Intendencias Municipales 
la ejecución o construcción de la caminería que corresponda a las nuevas áreas colonizadas. 
Deberíamos tratar de buscar una redacción que respetara la autonomía, porque, en definitiva, así es 
como debe funcionar. Si se decide iniciar un plan concreto de colonización en determinada región de 
algún departamento, o se va a colonizar cierto campo o predio, debería llevarse a cabo una 
coordinación con la Intendencia correspondiente en lo que tiene que ver especificamente con la 
caminería, ya que ese ámbito de acción le corresponde a la Comuna. 


Considero que introducir el concepto de coordinación sería suficiente para resolver este 
problema, reconociendo el área de acción de las Intendencias. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- Pienso que además de incorporar el concepto de coordinación con las 
Intendencias, también se podría aludir al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, ya que también 
esta Cartera se ha ocupado de ese tipo de iniciativas. Si hiciéramos la consulta correspondiente al 
Ministerio, quizá podríamos incluir la aclaración en el texto, para que la coordinación refiera a las 
Intendencias y a esa Cartera. Eso daría más flexibilidad a la aplicación de la norma, porque los 
recursos de las Intendencias son bastante limitados. Seguramente la redacción tendría un alcance más 
amplio si el texto dijera, por ejemplo: “La construcción de la caminería rural se coordinará con las 
Intendencias y el Ministerio de Transporte y Obras Públicas para las nuevas áreas colonizadas”. Sé 
que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas ha hecho caminería rural. 


SEÑOR DA ROSA.- La cuenca lechera, por ejemplo, se financia a través de DIPRODE, que es la que 
supervisa. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Tratemos de incorporar todo lo que pueda aportar algún dinero, porque de 
otra forma ponemos a la Intendencia una gran exigencia. Más allá de la autonomía, es difícil abrir 
caminos, pues resulta carísimo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La expresión “serán responsables” es demasiado fuerte; creo que es mucho 
mejor coordinar con todos los organismos involucrados en este tema. Quizás el señor Senador Da 
Rosa -que tiene experiencia municipal- puede elaborar una redacción para este artículo. 


En cuanto al artículo 3%, estuvimos conversando y creo que estaría acordado. 


Como planteo final, para evitar que en cada departamento se arme una parafernalia política, 
quiero decir que nos parecería correcto que en el artículo 12, que establece el Consejo Consultivo de 
Colonización, se aclarara que será de carácter honorario. Se coordinaría todo tal como está planteado, 
pero expresamente diría: “un Consejo Consultivo de Colonización de carácter honorario”. 


(Apoyados) 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que lo que podemos hacer es pedir al señor Presidente y al señor 
Senador Da Rosa que vayan afinando esta redacción -tomando en cuenta lo que reciban del 
Instituto Nacional de Colonización en los próximos días- para facilitar la discusión del proyecto en la 
próxima sesión de la Comisión. 


Respecto al artículo 5%, quiero agregar que de él no surge claramente que el ofrecimiento en 
venta sea al colono, por lo que no sé si corresponde que esta sea una facultad del Instituto en tanto se 
cumplan las condiciones que se establecen allí. Según se desprende de la redacción de este artículo, 
el Instituto le ofrece en venta al colono ocupante la fracción de la que es titular, cuando tenga más de 


cinco años y cumpla las otras condiciones que se establecen, a las que quizás tengamos que agregar 
alguna otra. 


SEÑOR PRESIDENTE. El Instituto, en general, está de acuerdo; entendió el planteo que yo hice y le 
pareció que facultarlo le daba posibilidades de definir sobre este tema. Con relación a este artículo, en 
líneas generales, no había mayores inconvenientes. 


Esto lo podemos definir en la próxima sesión. 
Vamos a ver si podemos llegar a un acuerdo, así podemos levantar la sesión. 


Sobre el proyecto de ley de alícuotas, la señora Senadora Topolansky realizó consultas a los 
Ministerios de Economía y Finanzas y de Ganadería, Agricultura y Pesca, por lo que podría traer una 
propuesta para el artículos 3", definido, y para el 7?, con un plazo. 


En lo que tiene que ver con el de repoblamiento de la campaña, el señor Senador Da Rosa 
podría redactar el artículo relativo a las Intendencias. 


SEÑORA TOPOLANSK:Y.- Estarían para analizar los artículos 5*, 11. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En cuanto al artículo 5%, esperamos la consulta sobre la palabra “facúltase”. 


También hemos acordado lo relativo al Consejo. Por otra parte, estaría bien la redacción del 
artículo 3* ya que la hicimos amplia. 


Después quedaría, durante la semana, lograr la redacción del artículo 1%, ya que el Instituto 
Nacional de Colonización y el Ministerio no tienen bien claro cómo será la reforma, y todo está atado al 
proyecto de ley de financiamiento que tenemos para definir. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 11 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


